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León, Guanajuato, a 08 ocho de septiembre del año 2011, dos mil once. .  . . 

V I S T O para resolver el expediente número 181/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta en contra del Director de Comercio y Consumo de León Guanajuato, por los ciudadanos EMILIO CASTRO HERNÁNDEZ y JOSÉ MARÍA GUADALUPE GONZÁLEZ, el primero por su propio derecho y ostentando el carácter de Secretario General de la Asociación Civil denominada “Unión de Comerciantes y Locatarios del Mercado Carro Verde” y el segundo por su propio derecho; y por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano Emilio Castro Hernández, quien ostenta el carácter de Secretario General de la Asociación Civil denominada “Unión de Comerciantes y Locatarios del Mercado Carro Verde”, Asociación Civil; personalidad jurídica que acredita con la copia certificada de la Escritura Pública número 5,738 cinco mil setecientos treinta y ocho, otorgado ante la fe del Licenciado Luis Mónem Stéfano, titular de la Notaria Pública número 6 seis, en legal ejercicio en esta ciudad de León, Guanajuato y en su cláusula primera transitoria, se designa al ciudadano Emilio Castro Hernández, Secretario General y se le conceden las facultades consignadas a favor del Comité Directivo, según la clausula novena de los Estatutos, dentro de las que se encuentra, entre otras, facultades el poder general amplísimo para pleitos y cobranzas y actos de administración, en términos de los tres primeros párrafos del artículo 2554 del Código Civil del Distrito Federal y sus correlativos de los Códigos Civiles en todos los Estados de la República Mexicana, con todas la facultades generales y aún especiales que conforme a la Ley requieran poder o clausula especial. . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, este Juzgador debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo de oficio o a instancia de parte. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada, en su escrito de contestación de demanda hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que el acto reclamado no afectan el interese jurídico de la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal de Improcedencia que resulta FUNDADA, en merito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El artículo  206-A,  párrafo segundo, de la  Ley  Orgánica  Municipal para el Estado de Guanajuato, prevé que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares, precepto que en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción  ante cualquiera de ellos, no se podrá impugnar ante el otro el mismo acto.”

En este sentido, el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato,  establece  que  sólo  podrá  intervenir  en  el  proceso  quien tenga interés jurídico, precepto que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y”
Así, conforme a los artículos 206-A, párrafo primero, de la citada Ley Orgánica Municipal y 251, primer párrafo, fracción I, inciso a), del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, para la procedencia del Juicio de Nulidad, son requisitos sine qua non que la impetrante cuente con interés jurídico y que acredite la afectación de su esfera de derechos por el acto o resolución combatida. . 

Sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica; al respecto resulta aplicable el criterio sostenido por la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 146 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: “INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.-  En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación.” (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.). Mientras, que por su parte el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la doctrina al interés jurídico lo denomina como el derecho subjetivo de carácter administrativo y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Séptima Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la Página 50, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.”. . . . . . .  . . . . . . . 

En esta tesitura, podemos concluir que el interés jurídico lo crea la titularidad de los derechos concedidos por un norma jurídica y afectados por el acto impugnado; de esta manera, el derecho subjetivo se entiende como la facultad o potestad de exigencia, cuya creación se da en una norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables: a) una facultad de exigir y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia, en consecuencia, para que proceda el proceso administrativo, conforme a lo estipulado por los artículos 206-A, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, párrafo primero, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es menester que en primer lugar la parte actora acredite que cuenta con interés jurídico y para ello se requiere que antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo, que esté legítimamente reconocido o protegido a su favor por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento, por un acto administrativo o por un acto contractual de naturaleza administrativa; y, en segundo lugar, que en autos del sumario se acredite una afectación a la esfera de derechos de la parte actora, por tanto, una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. Al respecto. resulta ilustrativo el criterio sostenido en una tesis aislada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, identificado con el Registro: 166362; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XXX, Septiembre de 2009; Materia(s): Administrativa; Tesis: XVI.2o.A.T.4 A; Página: 3149 y bajo el siguiente rubro: “LEGITIMACIÓN PARA INTERVENIR EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CORRESPONDE SÓLO A QUIEN TENGA UN INTERÉS JURÍDICO. De acuerdo con los artículos 9 y 261, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no basta con un interés legítimo para acudir al proceso administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, sino que se requiere de un interés jurídico, que es el que corresponde al derecho subjetivo, entendiendo como tal la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables: a) una facultad de exigir y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. De tal manera que la legitimación para intervenir en el citado proceso corresponde sólo a quien tenga un interés jurídico y no a aquel que posea una mera facultad o potestad, o tenga un interés simple, es decir, a quien la norma jurídica objetiva no establezca en su favor alguna facultad de exigir.”. . .  . . . .

De esta manera, los ciudadano Emilio Castro Hernández, por su propio derecho y en su carácter de Secretario General de la Asociación Civil denominada “Unión de Comerciantes y Locatarios del Mercado Carro Verde” y José María Guadalupe González, por su propio derecho, carecen de interés jurídico, pues por el hecho de que el ciudadano señalado en segundo término, ejerza el comercio en las pizarras 506 y 507 del Mercado Municipal Carro Verde de esta ciudad, no significa que tenga un derecho subjetivo amparado por alguna norma objetiva del derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Lo anterior es así, en virtud de que en el caso concreto de la parta actora, el Ordenamiento Legal objetivo lo constituye el Reglamento de Mercados para el Municipio de León, de Guanajuato y es el caso que éste en ninguno de sus artículos establece que el trabajar algún puesto ubicado en el interior de un Mercado Público Municipal, da el derecho de preferencia para obtener la Cedula de Empadronamiento en el caso de cancelación, por tal virtud, es evidente que en la especie la parte actora no tiene la facultad de exigir y el Director de Comercio y Consumo de León Guanajuato, jurídicamente no tiene la obligación de cumplir dicha exigencia; en otras palabras, por el simple hecho de ejercer el comercio en las pizarras 506 y 507 del Mercado Municipal Carro Verde de esta ciudad, sin tener el carácter de titular de la cédula de empadronamiento, no engendra el poder de exigir a la autoridad demandada el inicio del procedimiento administrativo en contra de la ciudadana Luz María Vázquez Castellanos, llamada a juicio como tercero con un derecho incompatible con la pretensión de la parte actora, en el que se le aplique la sanción de cancelación de la cédula de empadronamiento y por su parte la autoridad por disposición del referido Ordenamiento Legal no se encuentra constreñida a sancionar forzosamente a la titular de dicha cédula y en el supuesto de que existiera causa suficiente para castigarla, no forzosamente tiene que aplicar la sanción de cancelación, sino que en este sentido tiene la facultad discrecional de aplicar cualquiera de las sanciones administrativas establecidas en el artículo 102, del Reglamento de Mercados para el Municipio de León, de Guanajuato; bajo esta premisa, no existe impedimento para concluir que las disposiciones jurídicas de este Ordenamiento Objetivo, no tiene como propósito fundamental salvaguardar intereses particulares mediante el procedimiento sancionador, sino preservar la óptima o eficaz prestación del servicio público de Mercados en el Municipio de León, Guanajuato, pues las normas jurídicas del referido Reglamento, a través del procedimiento administrativo sancionatorio son tendentes a preservar y proteger el interés general de la Sociedad Leonesa y no el interés particular, de este modo, la parte actora, carece de interés jurídico para impugnar mediante el proceso administrativo, la no atención de su petición en el sentido de iniciar el procedimiento administrativo por la autoridad demandada, por consiguiente, el Oficio número DGE/DCYC/435/2010, de fecha 12 doce de abril del 2010 dos mil diez, suscrito por el Director de Comercio y Consumo de León, Guanajuato, mediante el cual se determina la negativa a lo solicitado por los impetrantes, no afecta su interés jurídico. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 

